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CONSEJERIA DE SALUD

ORDEN de 2 de octubre de 2003, por la que
se garantiza el funcionamiento del servicio público que
prestan los trabajadores del Hospital Universitario San
Cecilio de Granada, mediante el establecimiento de
servicios mínimos.

Por la Organización Sindical Comisiones Obreras
(CC.OO.), ha sido convocada una huelga entre el personal
Auxiliar de Enfermería en funciones de Técnico Especialista
del Hospital Universitario San Cecilio de Granada, el día 6
de octubre de 2003 desde las 8,00 horas hasta las 15,00
horas.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10
del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo, de Relacio-
nes de Trabajo, faculta a la Administración para, en los supues-
tos de huelgas de empresas encargadas de servicios públicos
o de reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas
necesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo
y ratificada en la de 29 de abril de 1993.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquéllos.
La doctrina de la sentencia 1147/1997 establece un resumen
claro de los criterios en esta materia:

- El derecho de huelga puede experimentar limitaciones
o restricciones en su ejercicio, derivadas de su conexión con
otros derechos o bienes constitucionales protegidos, siempre
que no rebasen su contenido esencial.

- Una de esas limitaciones, expresamente prevista por
la Constitución, procede de la necesidad de garantizar los
servicios esenciales de la comunidad, entendidos como tales
los que garantizan o atienden el ejercicio de derechos fun-
damentales, libertades públicas y bienes constitucionalmente
protegidos.

- La consideración de un servicio como esencial no sig-
nifica la supresión del derecho a la huelga de los trabajadores
ocupados en tal servicio, sino la prestación de aquellos trabajos
que sean necesarios para asegurar la cobertura mínima de
los derechos, libertades o bienes que el propio servicio satis-
face, pero, sin alcanzar su nivel de rendimiento habitual.

- La clase y número de trabajos que hayan de realizarse
para cubrir esa exigencia y el tipo de garantías que han de
adoptarse no pueden ser determinados de forma apriorística,
sino tras una valoración y ponderación de los bienes o derechos
afectados, del ámbito personal, funcional o territorial de la
huelga, de su duración y demás circunstancias que concurran
para alcanzar el mayor equilibrio entre el derecho a la huelga
y aquellos otros bienes que el propio servicio esencial satisface.

El personal Auxiliar de Enfermería en funciones de Técnico
Especialista del Hospital Universitario San Cecilio de Granada,
prestan un servicio esencial para la comunidad, cuya para-
lización puede afectar a la salud y a la vida de los usuarios
de la sanidad pública, y por ello la Administración se ve com-
pelida a garantizar el referido servicio esencial mediante la
fijación de los servicios mínimos en la forma que por la presente
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Orden se determina, por cuanto que la falta de protección
del referido servicio prestado por dicho personal colisiona fron-
talmente con los derechos a la vida y a la salud proclamados
en los artículos 15 y 43 de la Constitución Española.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto
a fin de hallar solución al mismo y en su caso, consensuar
los servicios mínimos necesarios, de acuerdo con lo que dis-
ponen los preceptos legales aplicables, artículos 28.2.15 y
43 de la Constitución; artículo 10.2 del Real Decreto-Ley
17/1977, de 4 de marzo; artículo 17.2 del Estatuto de Auto-
nomía de Andalucía; Real Decreto 4043/1982, de 29 de
diciembre; Acuerdo del Consejo de Gobierno de la Junta de
Andalucía de 26 de noviembre de 2002; y la doctrina del
Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N G O

Artículo 1. La situación de huelga que podrá afectar a
todo el personal Auxiliar de Enfermería en funciones de Técnico
Especialista del Hospital Universitario San Cecilio de Granada
desde las 8,00 horas hasta las 15,00 horas del día 6 de
octubre de 2003, se entenderá condicionada, oídas las partes
afectadas y vista la propuesta del Servicio Andaluz de Salud
al mantenimiento de los mínimos necesarios para el funcio-
namiento de este servicio, según se recoge en Anexo I.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977,
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limi-
tación alguna de los derechos que la normativa reguladora
de la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tam-
poco respecto de la tramitación y efectos de las peticiones
que la motiven.

Artículo 4. Sin perjuicio de lo que establecen los artículos
anteriores, deberán observarse las normas legales y reglamen-
tarias vigentes en materia de garantías de los usuarios de
establecimientos sanitarios, así como se garantizará, finalizada
la huelga la reanudación normal de la actividad.

Artículo 5. La presente Orden entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 2 de octubre de 2003

FRANCISCO VALLEJO SERRANO
Consejero de Salud

ANEXO I

PROPUESTA DE MINIMOS PARA GARANTIZAR EL MANTE-
NIMIENTO DE LOS SERVICIOS ESENCIALES EN LA CON-
VOCATORIA DE HUELGA POR LA ORGANIZACION SINDICAL
COMISIONES OBRERAS (CC.OO.) DEL DIA 6 DE OCTUBRE
DE 2003, EN EL HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN CECILIO

DE GRANADA

El objetivo de la fijación de estos mínimos es el de garan-
tizar el mantenimiento de los servicios esenciales en el sentido
previsto en los artículos 28 y 37 de la Constitución Española.

Hay que recalcar que son servicios esenciales los rela-
cionados con derechos fundamentales, libertades públicas y

bienes constitucionalmente protegidos. Por lo tanto, están
incluidos aquéllos que garantizan el derecho a la vida y a
la integridad física y moral (art. 15 de la CE) y los relacionados
con la protección de la salud (art. 43 de la CE).

Proponemos los mínimos que a continuación se detallan
para mantener los servicios esenciales relacionados con la
protección del derecho a la vida y a la integridad física y moral,
y con la protección de la salud, para la próxima convocatoria
de huelga por la Organización Sindical Comisiones Obreras
de 6 de octubre de 2003, desde las 8 horas hasta las 15
horas:

1. Mantener, al menos, la actividad propia de un festivo.
Se trata de mantener el 100% del funcionamiento previsto

de los servicios de urgencias, unidades de cuidados críticos,
unidades de vigilancia intensiva, unidades de coronarias y
por extensión, aquéllas que aborden patología de carácter
urgente o crítica. Asimismo se debe garantizar la atención
al 100% de la actividad de trasplantes, partos y urgencias
obstétricas o ginecológicas que puedan presentarse. Las even-
tualidades que pueden presentarse tales como abortos, cesá-
reas o realización de anestesias epidurales deben quedar
cubiertas al 100%.

2. Garantizar la continuidad de los tratamientos de día
de oncología médica y radioterápica.

Los mínimos deben garantizar el mantenimiento del
100% de la actividad programada, teniendo en cuenta la pato-
logía oncológica abordada en estas unidades y los riesgos a
los que puede someterse a estos pacientes si se interrumpe
el tratamiento.

3. Garantizar la continuidad de los tratamientos de
hemodiálisis.

Los mínimos deben garantizar el mantenimiento del
100% teniendo en cuenta la patología renal grave abordada
en estas unidades y los riesgos a los que puede someterse
a estos pacientes si se interrumpe el tratamiento.

4. Garantizar los servicios diagnósticos necesarios (ra-
diología, laboratorio, etc.) cuando exista solicitud preferente,
o cuando la demora implique riesgo, o aquéllos deban rea-
lizarse sobre enfermos que lleguen desplazados de localidades
situadas a distancia o mal comunicadas.

Las solicitudes de carácter preferente se basan en que
existe alguna característica clínica que hace especialmente
necesario que la prueba clínica se realice sin demoras.

Puede ocasionar graves perjuicios a los pacientes, la sus-
pensión de las pruebas diagnósticas en los casos en los que
hay ciudadanos que vienen de otras localidades, por derivación
desde otros centros sanitarios, por su patología específica. Al
posible perjuicio sobre su integridad física, se añaden las difi-
cultades del desplazamiento.

5. En todo caso, garantizar la continuidad asistencial en
aquellos pacientes en los que, desde el punto de vista clínico,
no deba interrumpirse la asistencia.

Los pacientes que salen de una consulta con una pre-
sunción diagnóstica que hace aconsejable la realización de
pruebas complementarias de inmediato, o la realización de
un tratamiento inmediato (procesos cardíacos, respiratorios,
oncológicos, etc.) no deben ser sometidos a una interrupción
en el proceso asistencial.

Por extensión, debe garantizarse la continuidad asistencial
en todos aquellos enfermos en los que la interrupción del
proceso asistencial puede generar riesgos para su vida o inte-
gridad física o moral.
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RESOLUCION de 26 de septiembre de 2003, de
la Dirección General de Gestión Económica del Servicio
Andaluz de Salud, por la que se aprueba nuevo protocolo
de evaluación de productos inscritos en el Banco de
Productos y Materiales de Consumo y se fija el ámbito
de aplicación de otras modalidades de evaluación.

Como resultado de la experiencia observada tras la uti-
lización del Protocolo A de evaluación por el procedimiento
de tipo I en los productos inscritos en el Banco de Productos
y Materiales de Consumo, se ha puesto de manifiesto la con-
veniencia de revisar la ponderación asignada a los criterios
y subcriterios que figuran en el Anexo I de la Resolución de
7 de mayo de 2002, actualizada por la de 17 de junio de
2003, antes de iniciarse la evaluación de unos productos cuya
naturaleza difiere de los hasta ahora vistos.

Con tal objeto, en uso de la habilitación prevista en la
citada Resolución de 17 de junio de 2003, y en virtud de
las atribuciones conferidas por el Decreto 245/2000, de 31
de mayo, por el que se establece la Estructura Orgánica Básica
de la Consejería de Salud y el Servicio Andaluz de Salud,
y demás normas concordantes, esta Dirección General

R E S U E L V E

1. Aprobar el protocolo que figura como Anexo I, iden-
tificado como «Protocolo E», que se utilizará para evaluar los
productos inscritos en el Banco de Productos y Materiales
de Consumo, asociados a los artículos del Catálogo incluidos
en los subgrupos que figuran en el Anexo II.

2. Los productos a los que se refiere el apartado anterior
se someterán al procedimiento de tipo I descrito en el apar-
tado 1 de la Resolución de 17 de junio de 2003 (BOJA
núm. 124, de 1 de julio).

3. Por su parte, los productos inscritos en el Banco, aso-
ciados a los artículos incluidos en el Grupo 04 - Prótesis Qui-
rúrgicas Fijas, serán evaluados con arreglo al procedimiento
del tipo II al que se refiere el apartado 2 de la Resolución
de 17 de junio de 2003.

4. Quedan sin efecto las instrucciones que contravengan
lo establecido en la presente Resolución, que surtirá efecto
el día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 26 de septiembre de 2003.- El Director General
de Gestión Económica, Francisco Fontenla Ruiz.

ANEXO I

PROTOCOLO DE EVALUACION DE PRODUCTOS
Y MATERIALES DE CONSUMO POR EL

PROCEDIMIENTO DE TIPO I

Protocolo E

Criterios de valoración

Valor Ponderación
(en tantos por ciento)

a) Descripción del producto 35

a.1. Diseño (forma, complejidad, ergonomía,...) 60
a.2. Identificación del producto 40

b) Composición de los materiales 40

b.1. Composición 100

c) Medidas 10

c.1. Dimensiones 50
c.2. Precisión de las mismas 50

d) Envasado 15

d.1. Envase y embalaje 15
d.2. Formato de presentación (tiempo de

manipulación...) 15
d.3. Esterilización, si lo requiere el producto 20
d.4. Permeabilidad del revestimiento 15
d.5. Asepsia, si lo requiere el producto 20
d.6. Protección y seguridad en el manejo 15

A N E X O II

AMBITO DE APLICACION
(por Subgrupos del Catálogo)

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

RESOLUCION de 22 de septiembre de 2003, de
la Delegación Provincial de Sevilla, por la que se acuerda
la remisión del expediente administrativo requerido por
el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. Seis
de Sevilla en el recurso núm. 482/2003, promovido por
don José Antonio Borrego Guerra y se notifica a los posi-
bles interesados la interposición del mismo.

En fecha 22 de septiembre de 2003 se ha dictado la
siguiente Resolución de la Delegación Provincial de la Con-
sejería de Educación y Ciencia de Sevilla.

«RESOLUCION DE 22 DE SEPTIEMBRE DE 2003, DE LA DELE-
GACION PROVINCIAL EN SEVILLA DE LA CONSEJERIA DE EDU-
CACION Y CIENCIA, POR LA QUE SE ACUERDA LA REMISION
DEL EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO REQUERIDO POR EL JUZ-
GADO DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO NUMERO SEIS
DE SEVILLA EN EL RECURSO NUM. 482/2003, INTERPUESTO
POR DON JOSE ANTONIO BORREGO GUERRA Y SE NOTIFICA
A LOS POSIBLES INTERESADOS LA INTERPOSICION DEL

MISMO

Por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número
Seis de Sevilla, se ha efectuado requerimiento para que se
aportase el expediente administrativo correspondiente al recur-
so núm. 482/2003, interpuesto por don José Antonio Borrego
Guerra, contra la desestimación por silencio administrativo del
recurso interpuesto ante la Delegación Provincial en Sevilla
de la Consejería de Educación y Ciencia de la Junta de Anda-
lucía en relación a la inadmisión de su hijo menor Juan José
Borrego Troncoso para cursar 1.º de Educación Primaria en
el Colegio Santa Joaquina de Vedruna y para que se realizasen
los emplazamientos de los posibles interesados correspondien-
tes a dicho recurso.

De conformidad con lo previsto en el art. 48.4 de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Con-


